SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA No 010
RADICACIÓN: 660013109007202400011-01
ACCIONANTE:  GILMA B. BURBANO BEDOYA
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / CONCURSO DE MÉRITOS / ACTO DE CONVOCATORIA / IMPROCEDENCIA 

ACTO DE CONVOCATORIA – Establece las reglas vinculantes para las autoridades y participantes del concurso de méritos.

… “La convocatoria es “la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los participantes”, y como tal impone las reglas que son obligatorias para todos, entiéndase administración y administrados-concursantes. Por tanto, como en ella se delinean los parámetros que guiarán el proceso, los participantes, en ejercicio de los principios de buena fe y confianza legítima, esperan su estricto cumplimiento. La Corte Constitucional ha considerado, entonces, que el Estado debe respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los concursantes. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de auto vinculación y autocontrol porque la administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, cinco (5) de febrero de dos mil veinticuatro (2024)
Acta de Aprobación No. 091
Hora: 1:25 p.m.

Radicado: 66001310900720240001101
1.- VISTOS 

Procede la Sala por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por la accionante GILMA BIBIANA BURBANO BEDOYA, contra el fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela promovida en contra de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN-, la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC- y la Fundación Universitaria del Área Andina -FUAA-.
2.- DEMANDA 

De lo expuesto por el accionante en su solicitud de tutela, se extrae lo siguiente: 

(i) Participó en el “PROCESO DE SELECCIÓN DIAN 2022 MODALIDAD DE INGRESO”, para el cargo de GESTOR II (OPEC-198304), código de empleo 302, grado 2.
(ii) Fue admitida y aprobó la FASE I, correspondiente a las pruebas de competencias básicas u organizacionales -resultado parcial 85.88-, conductuales o interpersonales - resultado parcial 84.30- y de integridad - resultado parcial 85.00-, con un resultado total de 38.23 puntos.
(iii) No obstante, se le excluyó de la FASE II -CURSO DE FORMACIÓN- por no encontrarse dentro de los tres primeros puntajes para ser llamada al curso, pese a que considera que cumplía con los parámetros establecidos en el acuerdo de convocatoria -CNT22AC000008 de diciembre 29 de 2022-, esto es, para cada vacante en los empleos ofertados se llamarían a quienes ocuparen los 3 primeros puestos por vacante, es decir, para el cargo de su interés, con 120 vacantes, se deben citar a los aspirantes que ocupen los primeros 360 puestos, y quienes estén en condiciones de empate deben ser incluidos en los respectivos puestos de empate, según la posición que ocupen.
(iv) La Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC-, al dar respuesta a diversas consultas de otros aspirantes sobre esa específica regla, convalidó el referido criterio de selección, según los conceptos que emitió en octubre 24 y diciembre 12 de 2023. 

(v) Sin embargo, la misma entidad emitió un nuevo concepto en diciembre 29 de 2023, en el cual se varió el criterio y condicionó el número de aspirantes que se llamarían a la FASE II por empleo ofertado, pues indicó que la citación de aspirantes por vacante se haría en el orden de mejor puntaje, incluso con aquellos que tienen empate dentro de una misma posición, de manera que si con la primera posición se completa el grupo para las vacantes habilitadas por empleo, solo se citarán los aspirantes de aquella primera posición, pero en caso de que el último de los llamados esté en empate con otros, aquellos serán incluidos en el grupo. 

(vi) La página SIMO, plataforma empleada para la administración y publicación de resultados del concurso, no permite consultar la posición que tiene en el empleo de su interés, solo se evidencia el puntaje por aspirante llamado a la FASE II, para el caso se limitó al parecer a un total de 364 aspirantes.
(vii) La CNSC generó una expectativa frente a la posibilidad de ingreso a la carrera administrativa, pero al cambiar la postura sobre la regla de puestos a llamar por vacante del empleo ofertado, lo que le impidió avanzar en el proceso, se vulneró el principio de confianza legítima con la variación intempestiva de criterio, con el cual se excluyeron aspirantes que obtuvieron puntaje meritorio y que ocupaban los tres primeros puestos por cada vacante ofertada en el empleo de su interés, incluso en posición de empate. Se desconoció el mérito en el proceso de selección.
(viii) El medio de control previsto por el legislador para el asunto planteado no resulta adecuado para reclamar el amparo a los derechos invocados, como quiera que los tiempos del procedimiento ordinario no permitirían obtener un remedio ni solución efectiva y oportuna, pues una vez provistos los cargos por los aspirantes llamados al curso de formación, ya no habrá lugar a reclamo, por lo que se mantendría la vulneración de derechos que requieren protección inmediata.
(ix) La tutela es el único medio de defensa eficaz por su inmediatez para garantizar los derechos fundamentales en pugna; 

Solicitó el amparo de sus derechos fundamentales y, en consecuencia, se ordene a la CNSC: (i) suspender los efectos del oficio No. 2023RS168407 de diciembre 29 de 2023, con el cual la Comisionada Nacional de Servicio Civil cambió desfavorablemente la interpretación del acuerdo de convocatoria -№ CNT2022AC000008 de diciembre 29 de 2022-; (ii) dar validez a los conceptos que emitió la CNSC -rad. 2023RS141682 y 2023RS160605 de octubre 24 y diciembre 12 de 2023-, y dar correcta aplicación al artículo 29 del Decreto Ley 71/2020 y del inciso segundo del artículo 20 del acuerdo de convocatoria en mención; (iii) que se disponga que la CNSC y la FUAA la llamen a la FASE II del concurso de méritos DIAN 2022, dentro de la OPEC 198304; (iv) que se le entregue un informe detallado de cada uno de los puntajes y su orden, incluidos los que están en condiciones de empate, referidos al empleo en mención; (v) que la CNSC y la FUAA le hagan saber cuál es su posición en la lista de aspirantes, contando inclusive las condiciones de empate, según el puntaje obtenido para la oferta pública del empleo con OPEC 198304.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Admitida la tutela –febrero 08 de 2024-, el despacho dispuso vincular a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC-, la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES -DIAN- y la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA, entidades se pronunciaron así: 

3.2.- El coordinador jurídico de Proyectos del Consorcio Mérito Dian 06/2023, la Fundación Universitaria del Área Andina, sobre el particular, luego de argüir las reglas que rigen el proceso de selección en cuestión, destacó que la señora GILMA BURBANO -inscrita en la modalidad de ingreso para la OPEC 198304-, pese a que en las pruebas aplicadas en la FASE I obtuvo un puntaje superior al mínimo reglado para avanzar a la siguiente etapa, no alcanzó una posición meritoria para ser llamada al curso de formación -FASE II-; ello, teniendo en cuenta que la oferta del empleo es de 120 vacantes, por lo que, conforme a las disposiciones del artículo 20 del Acuerdo de Convocatoria -Ac. CNT2022AC000008 de diciembre 29 de 2022, mod. Acuerdo 24 de febrero 15 de 2023, junto con su Anexo Técnico-, fueron llamados 364 aspirantes -CNSC. Resolución Nº 2135 de enero 25 de 2024- que ocuparon los tres primeros puestos por vacante ofertada, incluso en condiciones de empate, entre los cuales no se encontraba la accionante.

Afirmó que el Consorcio no ha recibido traslado alguno de peticiones por parte de la accionante.
La acción tutela resulta improcedente porque no satisface el requisito de subsidiariedad. La entidad no ha vulnerado los derechos fundamentales invocados, pues su actuación se ha dado con respeto a los principios que orientan el Sistema Específico de Carrera Administrativa de la DIAN, en el marco del Proceso de Selección DIAN 2022 y bajo los lineamientos del acuerdo de convocatoria.

Solicitó se denieguen las pretensiones, se declare carencia actual de objeto y, subsidiariamente, pidió declarar la improcedencia de la acción.

3.3.- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC-, solicitó que se declare improcedente la acción porque no existe vulneración de los derechos fundamentales de la accionante. En el caso no se satisface el presupuesto de subsidiariedad, ante la existencia del medio de control -nulidad y restablecimiento del derecho- y, de los hechos, no se puede inferir la configuración de un perjuicio irremediable en relación con alguno de los intereses o derechos invocados. No obstante, en acatamiento a la medida provisional decretada, se procedió a citar de manera preventiva a la accionante para el respectivo curso de formación. 

Desde el inicio del Proceso de Selección se dio a conocer la normatividad que rige el mismo, Acuerdo de Convocatoria No. 08 de 2022 modificado parcialmente por el Acuerdo No. 24 de 2023 y su Anexo modificatorio y demás disposiciones. 
Bajo las reglas de la convocatoria, serán llamados a realizar el Curso de Formación tres aspirantes por vacante de la misma OPEC -el cual define como grupo de aspirantes por OPEC-, que hayan superado el puntaje mínimo aprobatorio de la FASE I y obtengan los mejores puntajes -tres por vacante-, incluidos los que se encuentran en empate dentro de la misma posición. Es el puntaje el que permite ordenar a los aspirantes según sus méritos. Si el grupo se completa con la primera posición, solo se citarán a los aspirantes ubicados en esta, pero si no, en el estricto orden de mérito, se procederá a citar a los aspirantes con segundo mejor puntaje o posición, incluyendo sus empates, hasta agotar el número total de aspirantes que deben ser citados para cumplir con el grupo de aspirantes de la respectiva OPEC. 
En el caso de la accionante, conforme al puntaje ponderado -38.23-, quedó relegada al orden 614 dentro de los 5075 aspirantes, en tanto que solo procedía citar 364 aspirantes para el curso de formación por las 120 vacantes de la OPEC.

Esa interpretación guarda relación con las normas reseñadas y con en el Decreto Ley 71 de 2020 -ACUERDO RECTOR DEL PROCESO DE SELECCIÓN-, por lo que la CNSC ha respetado en todo momento el principio de legalidad. En ningún momento se han cambiado abruptamente las normas del del proceso de selección, están y permanecen incólumes y se expidieron en cumplimiento de las normas constitucionales, legales y reglamentarias que las sustentan.
La corrección oficiosa de yerros advertidos en las respuestas brindadas a los peticionarios con ocasión de los cursos de formación, no representa la modificación de normas prexistentes en el Proceso de Selección DIAN 2022, ni tampoco generan expectativas respecto del ingreso a la carrera administrativa en la planta de personal de la DIAN.
3.4.- El apoderado de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN, en lo concreto del asunto, advirtió que, aun cuando colaboró armónicamente con las acciones previas al desarrollo de la convocatoria, la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC- es la competente para dar respuesta a las situaciones presentadas en las etapas del PROCESO DE SELECCIÓN DIAN 2022. 
Solicitó que se declare improcedente el amparo de tutela en cuanto se refiere a esa Unidad Administrativa Especial por inexistencia de vulneración de su parte frente a los derechos invocados, y porque carece de legitimidad en la causa al no ser la encarda de atender los reclamos de la parte actora.

3.5.- Luego de agotarse el trámite de conflicto de competencia suscitado entre el despacho de primer nivel y el Juzgado Cuarenta y Ocho Administrativo de Bogotá, definido por la Corte Constitucional mediante auto de octubre 23 de 2024, la actuación retornó al Juzgado A-quo para la decisión de fondo. 
3.6.- Agotado lo anterior, mediante providencia de noviembre 18 de 2024, el Juzgado resolvió declarar improcedente la tutela que invocó la señora GILMA BIBIANA BURBANO BEDOYA, porque no se satisface el principio de subsidiariedad de la acción.

Para llegar a la anterior decisión, la funcionaria de primera sede argumentó que para la controversia planteada por la señora GILMA BURBANO existe otro mecanismo de defensa judicial, en tanto que el caso concreto no se configuran las salvedades establecidas en la jurisprudencia para la procedencia excepcional de la acción de tutela cuando esta se refiere a concursos de méritos, para lo cual la actora tiene a su alcance el medio de control ante el juez administrativo con la posibilidad de invocar medias cautelares como garantía de los derechos reclamados. Se precisó la parte interesada no acreditó la existencia de un perjuicio irremediable grave e inminente, a efecto de emplear la tutela como mecanismo transitorio.

En lo que atañe a los informes que pretende obtener la actora, advirtió que la interesada no demostró haber presentado petición dirigida a las entidades accionadas en la que haya requerido tal información, por lo que tampoco viable reclamado frente a esas pretensiones. 
4.- IMPUGNACIÓN

La señora GILMA BIBIANA BURBANO BEDOYA impugnó la decisión, en esencia, porque considera que en su caso sí debe ser atendido por el juez de tutela, como quiera que el proceso ante la jurisdicción contenciosa no es idóneo ni eficaz y, además, existe un perjuicio irremediable para sus derechos. 
La jurisprudencia constitucional ha reconocido que los mecanismos ordinarios de defensa judicial no resultan efectivos, oportunos e idóneos para la protección de los derechos de participante en concursos de méritos para la provisión de cargos de carrera administrativa (T-180-2015), en tanto que en su caso no se ahondó en el análisis para establecer que, pese a la existencia de otro medio de defensa, este no resulta idóneo, lo cual era necesario antes de declarar improcedente la tutela (SU-913-2009). La satisfacción de los derechos fundamentales reclamados no puede diferirse indefinidamente hasta la culminación de un proceso ordinario, cuando el concurso de méritos haya terminado y tomado posesión quienes conforman la lista de elegibles de la OPEC a la que aspiró, lo que imposibilitaría su acceso a una vacante.
La dilación o mora en el trámite de la tutela no fue su voluntad, por lo que no puede enrostrársele negativamente el lapso de nueve meses trascurrido sin acudir a la jurisdicción contenciosa, el cual considera que no es el escenario idóneo para la protección inmediata de derechos invocados. 

Con ocasión a la medida provisional decretada en este asunto, logró avanzar en las etapas de la convocatoria y como resultado pasó a conformar una lista de elegibles en firme -Resolución No. 13712 de julio 23/2024-, por lo que tampoco se debe dejar sin efectos las consecuencias jurídicas derivadas de tal medida cautelar, pues se causaría una afectación por la demora en el tiempo que comporta un daño grave e inminente a sus derechos, lo que requiere medidas urgentes e impostergables para evitarlo.
Solicitó que se revoque el fallo impugnado y se conceda el amparo de tutela a su favor, con plenos efectos legales de las etapas surtidas por ella en el proceso de selección y con ocasión de la medida provisional otorgada.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito  de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo opugnado, en cuanto declaró improcedente la acción de tutela promovida por el señor GILMA BIBIANA BURBANO BEDOYA, en la cual pretende que la CNSC modifique el criterio de selección para ampliar el número de personas llamadas a continuar en la FASE II -CURSO DE FORMACIÓN- en el proceso de selección DIAN 2022, exigiendo una interpretación normativa menos restrictiva de los derechos de los aspirantes y, en últimas, se permita su continuación en las etapas subsiguientes.
De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, modificándolo o revocándolo, según se desprende de lo pedido por la recurrente. 

5.2.- Solución a la controversia

De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Como quiera que la acción de tutela fue consagrada expresamente por el constituyente como un trámite preferente y sumario que procede sólo en las situaciones aludidas, en principio no resulta procedente para controvertir actos administrativos toda vez que para ello está prevista la vía administrativa; sin embargo, en una actitud previsiva del constituyente primario, se abrió la posibilidad para que de manera excepcional y de acuerdo con las características del caso, se pudiera utilizar a efectos de evitar el quebrantamiento de garantías superiores que requieran solución inmediata. Por tanto, en principio se debe superar el examen de procedibilidad de la acción de tutela, porque como bien lo ha planteado en varias ocasiones la Corte Constitucional, se trata de un mecanismo de origen constitucional de carácter residual, subsidiario y cautelar, encaminado a la protección inmediata de los derechos fundamentales.
El citado artículo 86 C.P, en concordancia con lo previsto en los artículos 1, 5, 6, 8, 10 y 42 del Decreto 2591/91, dispone los elementos que el operador jurídico debe observar con el fin de determinar la procedencia de la acción de tutela, entendiendo que estos son: (i) la legitimación en la causa (activa y pasiva); (ii) la inmediatez; y (iii) la subsidiariedad.
En cuanto a los dos primeros requisitos, la Corporación no hará ningún estudio, toda vez que sobre ellos no existe controversia alguna; empero, en cuanto a la subsidiariedad, se dirá lo siguiente: 

Mediante los concursos de méritos, se establece la posibilidad de que todos los ciudadanos puedan aspirar a ocupar un cargo público de carrera en igualdad de armas, y es por ello que la administración debe fijar a través de la convocatoria respectiva, los parámetros que serán de obligatorio acatamiento para los que cumplan los requisitos mínimos; es decir, la convocatoria es la norma que regula todo concurso y obliga tanto a la administración como a las entidades encargadas de su realización e igualmente a las personas que participaran en las mismas, quienes de contera desde el momento de la inscripción aceptan de manera tácita todas las condiciones allí contenidas. Obsérvese:
“La convocatoria es “la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los participantes”, y como tal impone las reglas que son obligatorias para todos, entiéndase administración y administrados-concursantes. Por tanto, como en ella se delinean los parámetros que guiarán el proceso, los participantes, en ejercicio de los principios de buena fe y confianza legítima, esperan su estricto cumplimiento. La Corte Constitucional ha considerado, entonces, que el Estado debe respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los concursantes. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de autovinculación y autocontrol porque la administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada.” 

En el caso sometido a estudio, la accionante indicó que se inscribió al Concurso de Méritos DIAN 2022, convocado por la CNSC mediante Acuerdo CNT2022AC000008 diciembre 29 de 2022, como aspirante en la modalidad ingreso para el cargo de “GESTOR II”, código 302, grado 2 -OPEC 198304-, proceso de selección en el cual aprobó la FASE I, con un resultado ponderado de 38.23 puntos. No obstante, tal puntaje no bastó para ser llamada al curso de formación -FASE II-, debido a que la CNSC llamó a tres (3) aspirantes por vacante de los que aprobaron la primera fase; es decir, para la OPEC 198304, con una oferta de 120 vacantes, fueron llamados 364 concursantes, los de mejor puntaje, para continuar la siguiente etapa. 
La discrepancia de la accionante radica en que, en su sentir, la CNSC desconoció las reglas de proceso de selección, ya que el artículo 20 del citado acuerdo de convocatoria dispuso llamar al curso de formación a los concursantes que aprobaron la FASE I y ocuparon los tres (3) primeros puestos por vacante, incluso en condiciones de empate en esas posiciones; sin embargo, a consideración de la censora, fundamentada en conceptos anteriores que emitió la misma CNSC, la entidad no tuvo en cuenta las condiciones de empate en cada posición, ya que debió llamar a todos los concursantes que ocuparon los tres primeros puestos por vacante, lo que implica que quienes estén en condición de empate, indistintamente la cantidad aspirantes en ese estado, representan en conjunto un único puesto, criterio que permitiría ampliar el número de citados para continuar el proceso de selección, no limitado al número de personas sino al número de puestos.
Al respecto, la CNSC señaló que la interpretación aplicada para el proceso de citación o llamado de aspirantes al curso de formación previsto para el referido proceso de selección, guarda relación con las normas que rigen dicha convocatoria y, en especial, con en el Decreto Ley 71 de 2020 -ACUERDO RECTOR DEL PROCESO DE SELECCIÓN-, por lo que consideró que no hay vulneración a los derechos de la accionante.
Como se advera, la accionante cuestiona la legalidad en un acto administrativo emitido por la CNSC, el cual dio impulso al proceso de selección DIAN 2022, reparo que se concreta en su desacuerdo con el criterio que imperó para la habilitación de aspirantes a la FASE II de dicho proceso, reclamando en sede constitucional una interpretación de normas que resulta más favorable a sus intereses. 

Pues bien, para el Tribunal tal pretensión no es atendible por el juez de tutela, en virtud del principio de subsidiariedad que la rige: de un lado, existe una herramienta de defensa judicial que se presume idónea y eficaz, como lo es el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho -artículo 138 de la Ley 1437 de 2011-; de otro, no se satisfacen las subreglas fijadas en la jurisprudencia constitucional para la procedencia de la tutela frente a las controversias relacionas con los concursos de méritos
, ya que (i) no se trata de un empleo que cuente con un periodo fijo determinado en la Constitución o la ley, (ii) tampoco se refiere a derechos adquiridos en una lista de elegibles, (iii) la discusión no se enmarca en asuntos de marcada relevancia constitucional que escape del alcance o control del juez de lo contencioso administrativo, y (iv) la accionante no informó -ni se aprecia en la actuación- condiciones particulares que permitan establecer que le resultaría desproporcionado acudir al mecanismo ordinario.
En ese contexto, se advierte que tampoco se acreditó la convergencia de un perjuicio irremediable, el cual se configura cuando se identifica un riesgo cierto, grave e inminente para los derechos de la parte accionante, y ello no ocurre en el presente caso, pues la interesada nunca precisó de qué manera la decisión de la CNSC amenaza grave e inminentemente sus derechos fundamentales, pues el hecho de no ser llamada al curso de formación no supone per se el perjuicio irremediable que se pregona, ya que ello es consecuencia de una decisión motivada que emitió la CNSC dentro del marco de sus facultades legales y, se itera, la inconformidad aquí plasmada es la que debe canalizar ante el juez competente.
Valga precisar que, si bien en su alzada la accionante informó que ya se encuentra en una lista de elegibles, no puede ignorarse que esa circunstancia se dio no porque haya cumplido las condiciones de mérito para avanzar en todas las etapas del proceso de selección, sino que fue el resultado de la medida provisional que impartió el juzgado de primer nivel, la cual permitió de manera preventiva que la ciudadana continuara el proceso mientras se definía el asunto; se trata una decisión transitoria que no tiene vocación de generar efectos permanentes por sí misma y, por el contrario, se supeditada al alcance que el fallador en su sentencia le otorgue, bien para definirla como permanente o revocarla
. 
Precisamente, al revocarse la medida provisional, como consecuencia de la improcedencia del amparo de tutela, cesan también con ella las consecuencias jurídicas que se causaron con el cumplimiento de la misma, sin que sea posible alegar a partir de ella la convergencia de derechos adquiridos dentro del proceso de selección porque su fin no trascendió a una medida definitiva; en adición, al permitir que subsistan los efectos de medida provisional inicialmente decretada a favor de la accionante, se quebrantaría el derecho a la igualdad de los demás concursantes, en franco desconocimiento de las reglas que rigen la convocatoria en mención y del principio de legalidad. 
Así las cosas, se tiene que la discusión que plantea la señora GILMA BURBANO en realidad desborda la competencia del juez de tutela, toda vez que su intención es controvertir la validez del acto administrativo por su descuerdo con lo allí dispuesto, el cual, valga decirlo, goza de la presunción de acierto y legalidad, por lo que debe acudirse a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

En esas circunstancias, la Colegiatura confirmará la decisión del Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

6.- decisión.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en noviembre 18 de 2024 por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), mediante la cual se declaró improcedente la acción de tutela presentada por la señora GILMA BIBIANA BURBANO BEDOYA contra de la Dirección de Impuestos y Adunas Nacionales -DIAN-, la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC- y la Fundación Universitaria del Área Andina. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.
Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
� Sentencia SU-446/11.


� Sentencia T-081 de 2022: “la acción de tutela no es, por regla general, el mecanismo judicial dispuesto para resolver las controversias que se derivan del trámite de los concursos de méritos, cuando ya se han dictado actos administrativos susceptibles de control por parte del juez de lo contencioso administrativo, en especial, cuando ya existe una lista de elegibles. Sin embargo, el juez de tutela deberá valorar si, atendiendo a las circunstancias del caso concreto, los medios de control ante la justicia administrativa son eficaces para resolver el problema jurídico propuesto, atendiendo a las subreglas previamente mencionadas, esto es, (i) si el empleo ofertado cuenta con un periodo fijo determinado por la Constitución o por la ley; (ii) si se imponen trabas para nombrar en el cargo a quien ocupó el primer lugar en la lista de elegibles; (iii) si el caso tiene una marcada relevancia constitucional; y (iv) si resulta desproporcionado acudir al mecanismo ordinario, en respuesta a las condiciones particulares del accionante”.


� Auto A-259 de 2021: “[...] la facultad de proferir medidas provisionales se encuentra habilitada desde la presentación de la acción de tutela hasta antes de proferir sentencia, “pues al resolver de fondo deberá decidir si tal medida provisional se convierte en permanente, esto es, definitiva o si por el contrario, habrá de revocarse.” [7] [...]”


[7] Auto A-049 de 1995. M.P. Carlos Gaviria Díaz
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